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1.- INTRODUCCIÓN

A partir de 1994, cuando se 
produjo la reforma de la 
constitución nacional las 
provincias fueron realizan-
do procesos para adecuar 
las constituciones locales a 
los lineamientos nacionales, 
modernizando ciertos pro-
cedimientos e incorporando 
nuevos institutos.

La reforma constitucional 
en la provincia de Santa Fe 
es una necesidad que se ha 
venido posponiendo. Luego 
de seis lustros desde la re-
novación de la Carga Magna 
nacional, existirían condicio-
nes políticas favorables para 
llevar a cabo un proceso de 
reforma provincial.

Dentro de los temas que ne-
cesariamente deben abordar 
los Convencionales Constitu-
yentes se encuentran el pro-
ceso de selección de jueces 
inferiores a la Corte Suprema 
y la creación de un Consejo 
de la Magistratura.

A nivel provincial, existe un sis-

tema de selección de jueces 
llevado adelante por un órgano 
denominado Consejo de la Ma-
gistratura. Este organismo fue 
creado por Decreto y a lo largo 
de los años ha sido modifica-
do en su composición, método 
de examen y conformación de 
ternas de candidatos.

Todos los operadores políti-
cos, académicos y jurídicos son 
contestes en sostener que el 
proceso de selección de magis-
trados debe estar consagrado 
en la constitución provincial, 
proporcionando lineamientos 
claros y estabilidad al sistema.
Analizaremos la regulación del 
tema en el derecho público 
provincial y delinearemos al-
gunas características que con-
sideramos debería poseer el 
Consejo de la Magistratura en 
Santa Fe a la hora de su incor-
poración a nivel constitucional.

2.- EL PROCESO DE 
SELECCIÓN DE JUECES 
EN LA CONSTITUCION 
NACIONAL

Los Consejos de la Magistra-
tura son “comisiones mixtas”, 

en tanto están integrados por 
representantes de diferentes 
estamentos sociales o insti-
tuciones. Según el modelo de 
cada jurisdicción, están inves-
tidos de atribuciones vincula-
das con la designación, con-
tralor, remoción de los jueces 
y con el gobierno del Poder 
Judicial o servicio de justicia1. 

El proceso de selección de ma-
gistrados inferiores a la Corte 
y la creación de un Consejo de 
la Magistratura fueron temas 
incluidos en el artículo 2 de la 
Ley 24.309 “de necesidad de 
reforma de la constitución”, 
conocido como núcleo de coin-
cidencias básicas y considera-
dos como imprescindibles.

Esta habilitación convencio-
nal se tradujo en la incor-
poración del artículo 114 a 
la Carta Magna, mediante 
el cual se creó el Consejo 
de la Magistratura. Éste, es 
responsable de la selección 
de los magistrados, la admi-
nistración del Poder Judicial 
y debe estar integrado de 
manera periódica para ga-
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rantizar un equilibrio entre 
la representación de los ór-
ganos políticos elegidos por 
el voto popular, los jueces 
de todas las instancias, los 
abogados de la matrícula 
federal y los expertos del 
ámbito académico y cientí-
f ico, en la forma y número 
que determine la ley.

Diferentes leyes regularon la 
conformación del menciona-
do Consejo y todas ellas su-
frieron críticas en cuanto al 
“equilibrio” solicitado por el 
artículo constitucional.

La ley 24.937 (y su enmien-
da ley 24.939) estableció que 
el Consejo nacional tendría 
veinte integrantes, con un 
equilibrio relativamente sa-
tisfactorio entre los distin-
tos estamentos que lo com-
ponían. Los representantes 
de los órganos polít icos 
eran nueve y el quorum se 
lograba con trece miembros. 
Para decisiones comunes se 
necesitaba la mayoría abso-
luta de los presentes, pero 
para las más delicadas ha-
bía mayorías especiales2. 

La ley 26.080, sancionada en 
2006, introdujo modificacio-
nes al sistema. Allí, se redujo 
su composición de veinte a 
trece miembros, de los cuales 
el gobierno de turno tendría 
casi siempre un mínimo de 
cinco, a saber: el representan-
te del Poder Ejecutivo y los 
cuatro legisladores. Además, 
se eliminó la participación de 
la segunda minoría de cada 
una de las cámaras y se re-
dujo la representación de los 
abogados. Como resultado, 
muchos operadores jurídicos 
consideraron que esta con-
figuración no cumplía con el 
“equilibrio” exigido expresa-
mente por el artículo 114 de la 
Constitución Nacional (16).

En 2013, se sancionó la Ley 
26.855 junto con otras cinco 
leyes como parte del proceso 
denominado “democratiza-
ción de la justicia”. Esta ver-
sión del Consejo de la Magis-
tratura recuperó parte de la 
representación de los aboga-
dos que había sido reducida 
por la Ley 26.080 y aumentó 
significativamente el núme-
ro de académicos y científi-

cos. Sin embargo, el cambio 
fundamental introducido por 
esta ley fue que los miem-
bros del Consejo pasarían a 
ser elegidos por voto popu-
lar. La Corte Suprema decla-
ró la inconstitucionalidad de 
varias de sus normas, inclu-
yendo la que establecía la 
elección popular de los inte-
grantes3. Finalmente, el Con-
sejo quedó conformado por 
tres jueces, tres abogados, 
tres diputados, tres senado-
res, un representante del Po-
der Ejecutivo y seis académi-
cos y científicos.

El vaivén del funcionamiento 
del Consejo de la Magistra-
tura Federal sufrió un nuevo 
avatar en el año 2021, cuando 
el tribunal Cimero nuevamen-
te declaró la inconstituciona-
lidad de su conformación4.  Al 
considerar inconstitucional 
la reforma de la Ley 24.939, el 
Tribunal dispuso que las nor-
mas sustituidas volvieran a 
tener vigencia. Así, el Consejo 
quedó conformado por veinte 
miembros, presidido por el 
Presidente de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación, 
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que debía funcionar con un 
quórum de doce miembros, 
retornando a su configura-
ción original. El Tribunal tam-
bién exhortó al Congreso de 
la Nación a dictar una nueva 
ley reglamentaria que cum-
pla con los lineamientos del 
fallo, garantizando una con-
formación equilibrada5. 
 
3.- CONSEJO DE LA 
MAGISTRATURA EN LAS 
PROVINCIAS

Los Consejos de la Magistra-
tura provinciales, a excepción 
de la Ciudad de Buenos Aires 
(CABA), tienen funciones más 
acotadas y limitadas en com-
paración con su par federal. 
Sus competencias se centran 
principalmente en el proceso 
de selección de los magistra-
dos judiciales inferiores. Por lo 
general, los miembros de las 
Cortes Supremas y Superiores 
Tribunales de Justicia provin-
ciales siguen un modelo de se-
lección y designación diferente 
al de los demás jueces, y en la 
gran mayoría de los casos, la 
nominación sigue siendo ex-
clusivamente política6.

De las 23 jurisdicciones pro-
vinciales y la Ciudad autóno-
ma de Buenos Aires (CABA), 
sólo la provincia de Jujuy nun-
ca ha tenido una norma jurídi-
ca que establezca un Consejo 
de la Magistratura. Catamar-
ca contaba con la Ley 5012 de 
2000, que regulaba el Consejo 
de la Magistratura, pero esta 
fue derogada en 2020, dejan-
do a la provincia sin legisla-
ción vigente sobre el tema. 
Por su parte, en Córdoba está 
regulado por ley y en Santa 
Fe es creado y regulado por 
decreto del Poder Ejecutivo.

Todas las jurisdicciones, tie-
nen un Consejo de la Magistra-
tura  incorporado en el texto 
constitucional ya sea median-
te una mención general o con 
una regulación detallada .

En la provincia de Formosa, 
está incluido dentro de las 
atribuciones del Poder Le-
gislativo. En las Cartas Cime-
ras de Misiones y Tucumán, 
la regulación del Consejo se 
encuentra dentro de las com-
petencias del Poder Ejecuti-
vo. Es menester aclarar que, 

en el caso de esta ultima, la 
Corte local declaró la incons-
titucionalidad parcial del in-
ciso del artículo correspon-
diente, en lo que se refiere a 
la responsabilidad del Poder 
Ejecutivo en la organización 
del Consejo Asesor de la Ma-
gistratura7.  En las restantes 
17 jurisdicciones del país, el 
Consejo de la Magistratura 
está estructurado en el texto 
constitucional y regulado por 
una ley complementaria8.
 
En cuanto a su composición, 
en 13 provincias está comple-
tamente definida en el texto 
constitucional, en 9 provin-
cias la integración se deter-
mina por ley provincial y en 1 
provincia la integración es es-
tablecida por decreto del Po-
der Ejecutivo, que es el caso 
de la Provincia de Santa Fe.

La composición del Conse-
jo de la Magistratura es una 
cuestión central en su confi-
guración. En la mayoría de las 
jurisdicciones, los Consejos 
de la Magistratura provincia-
les cuentan con una mayoría 
de integrantes “no políticos”, 
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como representantes del Po-
der Judicial, abogados, aca-
démicos y científicos y miem-
bros de la ciudadanía en 
general. En cinco provincias, 
los Consejos tienen una ma-
yoría de integrantes “políti-
cos”, es decir, representantes 
de los poderes resultantes 
de la elección popular. En el 
Consejo de la Magistratura 
de la Provincia de La Pampa 
existe un equilibrio absoluto 
entre los integrantes “políti-
cos” y “no políticos”.

En cuanto a la duración de los 
mandatos de los consejeros, 
la casuiística es variada. Los 
periodos de mandato pueden 
oscilar entre 1, 2 y 4 años. En 
algunos casos, existen nor-
mas sobre reelección, las que 
también difieren. En algunas 
jurisdicciones los consejeros 
no pueden ser reelegidos, en 
otras sí y de manera ilimitada, 
mientras que en otras se exige 
un intervalo entre mandatos o 
se limita el número de reelec-
ciones permitidas.  

Por lo general, la función de 
consejero se ejerce de manera 

ad honórem. Sin embargo, en 
algunas provincias, se otorgan 
viáticos y reintegros de gastos 
cuando el ejercicio de la fun-
ción requiere desplazamientos 
fuera de la ciudad de residen-
cia de los miembros del Con-
sejo. En la Ciudad de Buenos 
Aires (CABA), así como en las 
provincias de Chubut, Neu-
quén, Santa Fe y Santa Cruz, 
los miembros del Consejo de 
la Magistratura, o al menos al-
gunos de ellos, perciben con-
traprestación dineraria por el 
ejercicio de sus funciones.

Finalmente, en referencia a 
la remoción de magistrados, 
en algunas pocas provincias, 
el Consejo de la Magistratu-
ra es responsable de recibir 
las denuncias contra magis-
trados y decidir la apertura 
del proceso de remoción, que 
luego es llevado a cabo por 
un Jurado de Enjuiciamiento. 
En un porcentaje aún menor 
de provincias, como Chaco, 
Río Negro y Tierra del Fuego, 
el Consejo de la Magistratura 
realiza ambas funciones: la 
selección y la destitución de 
los magistrados de las ins-

tancias inferiores. En la ma-
yoría de las jurisdicciones 
esta actividad recae en cabe-
za de un órgano diferente al 
de selección de magistrados.

4.- EL CONSEJO DE LA 
MAGISTRATURA EN 
SANTA FE

A diferencia de lo que ocurre 
en el orden nacional y varias 
provincias argentinas –como 
ya se detallara anteriormente- 
donde el Consejo de la Magis-
tratura reviste carácter consti-
tucional o legal, en Santa Fe no 
está regulado en el texto de la 
Constitución ni en leyes espe-
cíficas, su funcionamiento se 
basa en una serie de decretos 
emitidos por el Poder Ejecu-
tivo. Esta situación evidencia 
una notable debilidad institu-
cional del organismo que ope-
ra bajo un marco normativo 
precario y endeble.

La Constitución provincial 
de Santa Fe establece que 
los jueces serán nombrados 
por el Poder Ejecutivo, con 
acuerdo de la asamblea le-
gislativa9. Hasta el año 2007, 
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momento en el que se crea 
el Consejo de la Magistratura 
como organismo vinculante, 
la designación de los jueces 
era una prerrogativa exclusi-
va del Poder Ejecutivo, quien 
realizaba una designación di-
recta sujeta luego a  la apro-
bación legislativa. Hubo una 
regulación previa en la déca-
da del noventa donde se creó 
esta figura como un organis-
mo asesor del Poder Ejecutivo 
para proponer la designación 
o promoción de miembros del 
Poder Judicial10, pero carecía 
de carácter vinculante.

Recién en diciembre de 2007, 
el entonces gobernador, me-
diante el Decreto 164/2007 11 
decidió autoimponerse una 
limitación en la evaluación de 
los aspirantes para cubrir las 
vacantes en el Poder Judicial, 
sin renunciar a sus facultades 
y deberes constitucionales. 
Este decreto creó el Consejo 
de la Magistratura, confirién-
dole un carácter vinculante y 
promoviendo una mayor in-
dependencia y transparencia 
en el proceso de selección de 
jueces. A partir de entonces, 

los concursos para ocupar 
cargos judiciales debían ser 
realizados por dicho Consejo.

El Decreto 3904/2012 unificó 
la normativa relativa a la se-
lección de funcionarios públi-
cos, abarcando a los fiscales, 
al auditor General del Minis-
terio Público de la Acusación, 
a los defensores del Servicio 
Público Provincial de Defensa 
Penal y a los jueces que re-
quieren de acuerdo del Poder 
Legislativo. No obstante, los 
nombramientos de los Mi-
nistros de la Corte Suprema 
de Justicia y del Procurador 
General quedaron exclui-
dos de esta reglamentación. 
Esta unificación normativa 
tuvo como objetivo redu-
cir la dispersión de normas 
existentes, proporcionando 
a los postulantes un cuerpo 
legal sistemático que facilita 
la comprensión de las reglas 
aplicables a los concursos.

Ocho años después, el decre-
to 843/2020 introdujo nuevos 
criterios de evaluación en los 
procedimientos de selección, 
incorporando la considera-

ción del conocimiento y la ca-
pacitación en jurisprudencia 
y normativa de perspectiva 
de género, el manejo de nue-
vas tecnologías de la infor-
mación y comunicación y la 
capacidad de expresión ver-
bal y comunicativa social de 
las resoluciones a adoptar.

Al año siguiente, el decreto 
1329/2021 modificó el artí-
culo 26 del decreto 854/16, 
referente a la vigencia de 
los concursos, mientras que 
el decreto 1538/2022 ajus-
tó el artículo 5 del decreto 
854/2016, en cuanto a la con-
formación del Cuerpo Evalua-
dor en los procesos de selec-
ción llevados a cabo por el 
Consejo de la Magistratura.

F ina l men t e ,  e l  de c re to 
659/2024 crea el Consejo de 
la Magistratura (ya estable-
cido por el decreto 164/2007 
y vigente bajo el Decreto 
3904/2012) como órgano ase-
sor y consultivo del Poder 
Ejecutivo, encargado de pro-
poner -mediante concurso- a 
los candidatos para cubrir las 
vacantes en las cámaras de 
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apelación, jueces de prime-
ra instancia, tribunales co-
legiados de instancia única 
y demás tribunales y jueces 
establecidos por ley que re-
quieran acuerdo del Poder 
Legislativo. No obstante, ex-
cluye del ámbito de su com-
petencia el nombramiento 
de los Ministros de la Cor-
te Suprema de Justicia, del 
Procurador General y a los 
Jueces Comunitarios de las 
Pequeñas Causas.

El enfoque normativo basa-
do en decretos, contrasta con 
la tendencia general de otras 
jurisdicciones, donde el Con-
sejo de la Magistratura bus-
ca garantizar su autonomía 
y asegurar un equilibrio de 
poderes. La decisión política 
de los gobiernos de autolimi-
tación es un paso importante 
para el fortalecimiento demo-
crático, pero resulta esencial 
avanzar hacia una regulación 
más sólida y transparente 
que esté en sintonía con las 
prácticas adoptadas en otras 
partes del país. Esto es espe-
cialmente relevante, máxime 
cuando el Poder Judicial es 

sujeto a constantes cuestio-
namientos respecto a su efi-
cacia y eficiencia.

5.- PROCESO DE 
SELECCIÓN DE JUECES 
COMUNITARIOS DE 
PEQUEÑAS CAUSAS

Antes de la reforma introduci-
da por la ley 13.178, los jueces 
comunales eran funcionarios 
administrativos, no pertene-
cían a la magistratura de pri-
mera o segunda instancia y 
su designación era potestad 
exclusiva del Poder Ejecutivo, 
conforme al Artículo 72, inciso 
6 de la Constitución Provincial.

La mencionada ley, sancio-
nada en 2011, creó los Juzga-
dos Comunitarios de Peque-
ñas Causas y modificó la Ley 
Orgánica del Poder Judicial 
10.160. Esta ley transformó 
a los jueces comunales, que 
anteriormente tenían un 
carácter administrativo, en 
verdaderos magistrados. En 
línea con la decisión política 
de ese momento, el Poder 
Ejecutivo se auto-limitó en 
el proceso de designación 

de estos jueces.

Según el artículo 119 de la 
ley 10.160, el procedimien-
to para el nombramiento 
de Jueces Comunitarios re-
quiere que la propuesta del 
Poder Ejecutivo surja de un 
concurso público que inclu-
ya oposición, evaluación de 
antecedentes y entrevistas, 
análogo al establecido para 
el resto de los magistrados 
y funcionarios que requie-
ren de acuerdo legislativo. 
Asimismo, establece que 
del concurso debe surgir 
una propuesta vinculante 
de los tres candidatos con 
los mejores puntajes.

Los Jueces Comunitarios 
son los únicos magistrados 
cuyo procedimiento de de-
signación y concurso está 
específ icamente contem-
plado en una ley -la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial-. Los demás jueces se 
rigen por el artículo 86 de 
la Constitución Provincial 
y los decretos reglamenta-
rios emitidos por el Poder 
Ejecutivo, antes descriptos.
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El decreto 593/2014 aprueba la 
reglamentación del sistema de 
selección de candidatos para 
cubrir las vacantes en los Juz-
gados Comunitarios de Peque-
ñas Causas. Este decreto re-
gula el concurso de selección, 
estableciendo como requisi-
to para acceder al cargo ser 
abogado y haber concursado.

Mediante decreto 268/2019 se 
modifica parcialmente el de-
creto 593/2014 de reglamen-
tación de los concursos de 
jueces comunitarios de pe-
queñas causas. Así, se ajus-
taron las denominaciones de 
los funcionarios del consejo 
consultivo, mientras que los 
artículos restantes revisaron 
el reglamento de selección, 
incorporando el ejercicio de 
la profesión como uno de los 
antecedentes en el proceso 
de selección, en línea con los 
concursos para magistrados, 
fiscales y defensores.

Los sucesivos cambios en la 
justicia comunitaria han sido 
fundamentales para profe-
sionalizar los juzgados y ase-
gurar una administración de 

justicia más cercana y de ma-
yor calidad. Al implementar 
concursos públicos y criterios 
objetivos para la selección, 
se ha incrementado la trans-
parencia y legitimidad de los 
nombramientos, fortalecien-
do así la confianza pública en 
el sistema judicial.

Estos avances no solo asegu-
ran que los jueces sean se-
leccionados de manera justa 
y basada en méritos, sino que 
también promueven una jus-
ticia más accesible y equitati-
va para los ciudadanos.

Este fuero es el único que tie-
ne pautas de selección fija-
das legislativamente, lo que 
lo pone en una posición insti-
tucional más estable y menos 
discrecional que el resto de 
la judicatura santafesina.

En resumen, estas reformas han 
logrado una justicia más profe-
sional y transparente, alineada 
con estándares internacionales 
y que responde mejor a las 
necesidades de la comunidad.

6.-  CONCLUSIÓN

La última reforma constitu-
cional en la Provincia de San-
ta Fe data de 1962. El contexto 
histórico y político actual se 
considera un momento pro-
picio para llevar adelante las 
bases que cimienten un nue-
vo proceso de reforma. Esta 
iniciativa no solo responde 
a la necesidad de adecuar y 
actualizar el plexo normati-
vo a la Constitución Nacional 
sino también de reforzar los 
mecanismos institucionales 
que hacen a la tarea judicial.
	
Una de las modif icaciones 
fundamentales es la incor-
poración del Consejo de la 
Magistratura como organis-
mo vinculante en el proce-
so de selección de jueces. La 
inclusión de este órgano en 
la Constitución provincial es 
esencial a la hora de garan-
tizar la designación de ma-
gistrados de un modo más 
firme y transparente.
	
La calidad de la justicia y la 
estabilidad institucional de-
penden en gran medida de los 
mecanismos de selección y 
evaluación de los jueces. Mien-
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las instituciones públicas que 
tan carentes de legitimidad 
se encuentran actualmente.

tras que la posibilidad de mo-
dificar las reglas por decreto 
puede afectar la calidad de las 
instituciones, creando una ma-
yor debilidad e incertidumbre 
respecto del Poder Judicial.

Es importante destacar que 
el Poder Judicial, a diferen-
cia de los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo, no es elegido de 
modo directo por la ciudada-
nía. Esto le confiere al proce-
so de selección una magnitud 
e importancia aun mayor, ya 
que las decisiones que tomen 
los jueces impactarán direc-
tamente sobre los derechos 
y garantías de las personas.

En este contexto propone-
mos que se cree un Conse-
jo de la Magistratura bajo 
un marco const i tucional 
reformado, que incluya ne-
cesariamente a los Jueces 
Comunitarios de Pequeñas 
Causas. Los jueces comuni-
tarios, son magistrados de 
primera instancia propues-
tos ya por este organismo, 
que requieren de acuerdo 
legislativo para ser designa-
dos. Sin embargo, no fueron 
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incluidos en la nómina del 
último decreto que lo regula.   

Asimismo, es aconsejable la 
determinación constitucional 
de su composición para evi-
tar los embates y problemas 
legislativos que han afecta-
do a este organismo a nivel 
nacional. La precisión de su 
estructura y funcionamiento 
permitirá superar las dificul-
tades y los conflictos que se 
han sucedido en el orden fe-
deral desde su creación, ga-
rantizando un proceso más 
estable y confiable.

En síntesis, la reforma constitu-
cional que se comienza a discu-
tir nuevamente es oportuna y 
necesaria para fortalecer la es-
tabilidad institucional, garanti-
zar una mayor independencia 
judicial y avanzar aún más en la 
transparencia de los procesos 
de evaluación y selección de 
magistrados. La implementa-
ción de mecanismos más for-
malizados, estables y rigurosos 
no solo contribuirá a la calidad 
del sistema de justicia, sino 
que tendrá como correlato una 
mayor confianza ciudadana en 
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